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3. Las personas jurídicas públicas o privadas propondrán al consejo directivo del esta-
blecimiento educativo los elementos que posibiliten el buen desempeño académico y social 
de los estudiantes en conlicto con la ley.

4. Las personas jurídicas públicas o privadas apoyarán al consejo académico del esta-
blecimiento educativo en la organización del plan de estudios y en la mejora continua del 
currículo, y propondrán las modiicaciones y ajustes que considere necesarios para propender 
por una educación pertinente.

5. En la ejecución del contrato para la promoción, implementación y desarrollo del 
modelo educativo y estrategias pertinentes para la atención educativa en el marco del Sis-
tema de Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA), el contratista podrá vincular al 
personal que sea necesario para asegurar la implementación y desarrollo del Proyecto Edu-
cativo Institucional (PEI) o del Proyecto Educativo Comunitario (PEC). Dicha vinculación 
se realizará de acuerdo con la necesidad identiicada por la entidad territorial al respecto.

6. La canasta educativa será establecida por la entidad territorial contratante de forma 
previa al inicio del proceso de contratación y corresponderá a las necesidades previamente 
identiicadas.

7. En desarrollo de estos contratos, los rectores de los establecimientos educativos oiciales 
impartirán las orientaciones pedagógicas, tanto al personal oicial aportado por la entidad 
territorial, como al personal vinculado por el contratista, sin que esto último implique una 
modiicación de la relación preexistente.

8. Entre el personal administrativo, docente y directivo docente, vinculado por el con-
tratista  la entidad territorial certiicada en educación, no existirá relación laboral, legal o 
reglamentaria alguna. Su régimen de vinculación se sujetará exclusivamente al derecho 
privado. Por ello, el contratista deberá mantener indemne a la entidad territorial certiicada 
en educación de cualquier reclamación que realice este personal vinculado.

Artículo 2.3.3.5.8.3.7. Valor de los contratos. El valor del contrato corresponderá a los 
componentes de la canasta educativa establecida por la entidad territorial certiicada en 
educación proporcionados por el contratista y no podrá ser superior al valor de la tipología 
por población atendida asignada por la Nación, en caso de que se supere dicho valor la 
entidad territorial certiicada en educación tendrá que cubrir el valor adicional con recursos 
distintos a los asignados del Sistema General de Participaciones.

SUBSECCIÓN 4
De la inanciación para la prestación del servicio educativo en el marco del siste-

ma de responsabilidad penal para adolescentes

Artículo 2.3.3.5.8.4.1. De la Financiación del servicio educativo. El Ministerio de Educa-
ción Nacional reconocerá un veinte por ciento (20%) adicional a la tipología asignada a cada 
entidad territorial certiicada en educación que preste el servicio educativo con su capacidad 
oicial, a la población que ingresa al Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes 
(SRPA), que se encuentre registrada en el Sistema Integrado de Matrícula (SIMAT).

Estos recursos harán parte de la distribución de los recursos del Sistema General de 
Participaciones (SGP) para educación en el componente de población atendida, que el  
Ministerio de Educación Nacional realice en cada vigencia.

Las entidades territoriales certiicadas en educación podrán concurrir con otras fuentes 
de inanciación, con el in de complementar la atención educativa de la población objeto 
de la presente Sección.

Parágrafo. El Ministerio de Educación Nacional será el competente para adelantar 
labores de evaluación, monitoreo y control, respecto de la gestión inanciera que realicen 
las entidades territoriales certiicadas en educación con ocasión a la prestación del servicio 
educativo que regula la presente Sección.

SUBSECCIÓN 5
otras disposiciones

Artículo 2.3.3.5.8.5.1. Egreso del adolescente o joven del Sistema de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes (SRPA). El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) 
es el responsable de remitir a la entidad territorial certiicada en educación la información 
de los jóvenes y adolescentes que egresen del Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes (SRPA).

Las entidades territoriales certiicadas en educación deberán gestionar y realizar las 
acciones respectivas, de acuerdo con su competencia, para que el adolescente o joven que 
termine la medida o la sanción en el Centro de Atención Especializada (CAE) o en el Centro 
de Internamiento Preventivo (CIP) pueda continuar en el sistema educativo, en el caso de 
que no haya culminado su educación media.

Parágrafo. Los establecimientos educativos oiciales y no oiciales que presten el servicio 
educativo en el marco del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA) 
deberán certiicar los estudios cursados y aprobados por los adolescentes y jóvenes que 
hayan atendido.

Artículo 2.3.3.5.8.5.2. Responsabilidades de los padres de familia o acudientes. Co-
rresponderá a los padres de familia, tutores o acudientes adelantar las siguientes acciones 

en la prestación del servicio educativo en el marco del Sistema de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes (SRPA):

1. Asistir y participar activamente en el proceso de orientación propuesto por la insti-
tución educativa en la que su hijo curse estudios.

2. Realizar el acompañamiento familiar necesario, para que los adolescentes y jóvenes 
que se encuentran en el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA) puedan 
desarrollar su proyecto de vida y cumplan su proceso pedagógico y restaurativo.

3. Entregar a la institución educativa copia de los certiicados académicos de los años 
de escolaridad cursados por el adolescente o joven.

Artículo 2.3.3.5.8.5.3. De los lineamientos educativos. Con el in de ofrecer un servicio 
educativo pertinente a las necesidades particulares de esta población, el Ministerio de Educa-
ción Nacional expedirá lineamientos educativos para la atención educativa de los adolescentes 
y jóvenes que ingresan al Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA).

Estos lineamientos educativos brindarán pautas generales sobre los aspectos que se  
deberán tener en cuenta durante el proceso formativo en el marco de la educación a la que 
se reiere el Capítulo V del Título III de la Ley 115 de 1994. Dichos lineamientos deberán 
ser adaptados por la entidad territorial certiicada y sus establecimientos educativos a los 
diferentes contextos territoriales, así como a los resultados del diagnóstico que realice cada 
entidad territorial certiicada en educación para efectos de determinar la situación real que 
afronta la población perteneciente al Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes 
(SRPA) en su jurisdicción.

Artículo 2.3.3.5.8.5.4. De las modalidades de atención. Las entidades territoriales 
certiicadas en educación podrán prestar el servicio educativo para la población del Sis-
tema de Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA), en la modalidad presencial, 
semipresencial o virtual.

Lo anterior, dependerá de las características y necesidades particulares que presente la 
población interna en los Centros de Atención Especializada y en los Centros de Internamiento 
Preventivo, entre ellas, la condición de extraedad.

Parágrafo. Cuando el servicio educativo se preste bajo la modalidad semipresencial o 
virtual, las acciones formativas presenciales no podrán ser inferiores al 70% del total de la 
jornada escolar, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.3.3.5.8.2.4 del presente 
decreto.

Artículo 2.3.3.5.8.5.5. Acompañamiento a los Centros de Atención Especializada y 
Centros de Internamiento Preventivo. Las entidades territoriales certiicadas en educación 
deberán acompañar a los Centros de Atención Especializada o Centros de Internamiento 
Preventivo que funcionen como sedes de establecimientos educativos oiciales, en la dei-
nición e implementación de estrategias pedagógicas y modelos educativos, que permitan el 
cumplimiento de los ines del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA).

Artículo 2.3.3.5.8.5.6. Acompañamiento y formación a docentes. Las entidades territoriales 
certiicadas en educación deberán incluir dentro de su plan territorial de formación docente, 
programas de capacitación permanente y acompañamiento a los educadores oiciales que 
presten sus servicios educativos a los adolescentes y jóvenes que ingresan al Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA), con el in de que se ofrezca una atención 
educativa adecuada y pertinente, en concordancia con lo dispuesto en esta Sección.

Artículo 2.3.3.5.8.5.7. De la educación virtual y Tecnologías de la Información y Co-
municación (TIC). El Ministerio de Educación Nacional promoverá una oferta de recursos 
educativos digitales, para facilitar las modalidades de educación presencial y semipresencial 
dirigida a los adolescentes y jóvenes que ingresan al Sistema de Responsabilidad Penal 
para Adolescentes (SRPA). Con este in dispondrá de un espacio interactivo en el Portal 
Educativo Colombia Aprende, administrado por el Ministerio de Educación, en el cual se 
podrá acceder en línea a estos recursos.

Artículo 2.3.3.5.8.5.8. De la inspección y vigilancia. De conformidad con lo dispuesto 
en el Capítulo IV, Título VIII, de la Ley 115 de 1994, las entidades territoriales certiicadas 
en educación adelantarán las funciones de inspección y vigilancia previstas en el Título 
VII, Parte 3, Libro 2, del presente Decreto, a la prestación del servicio educativo en el 
marco del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA), a in de asegurar 
el cumplimiento de lo establecido en la Ley y en la presente Sección.

Artículo 2.3.3.5.8.5.9. Informe anual al Consejo de Política Social. Las entidades terri-
toriales certiicadas en educación deben presentar un informe anual al Consejo de Política 
Social de su jurisdicción el cual consigne las acciones adelantadas en cumplimiento de la 
prestación del servicio educativo a la población que se encuentre en el Sistema de Respon-
sabilidad Penal para Adolescentes (SRPA), y de lo dispuesto por esta Sección”.

Artículo 2°. Vigencia y derogatorias. El presente Decreto rige a partir de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 11 de diciembre de 2015.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN.
La Ministra de Educación Nacional, 

Gina Paradody D´echeona.
La Directora del Departamento Administrativo para la Prosperidad, 

Tatiana Orozco de la Cruz.

Ministerio de Vivienda, 

 Ciudad y Territorio

Decඋeඍoඌ

DECRETO NÚMERO 2411 DE 2015

(diciembre 11)

por el cual se modiican algunas disposiciones del Decreto 1077 de 2015 en lo relacionado 
con los Programas de Vivienda Gratuita y de Vivienda de Interés Prioritario para 

Ahorradores (VIPA), y se dictan otras disposiciones.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de las facultades constitucionales 

y legales, en especial las previstas en el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política, en desarrollo del parágrafo 4° del artículo 68 de la Ley 49 de 1990, adicionado 
por el artículo 185 de la Ley 1607 de 2012 y de la Ley 1537 de 2012, y
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CONSIDERANDO:
Que mediante los Decretos 1921 de 2012 y 1432 de 2013, incorporados respectivamente 

en los Capítulos II y III del Título I de la parte 1 del libro 2 del Decreto 1077 de 2015 “por 
medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Vivienda, Ciudad y 
Territorio”, se determinaron las condiciones para el desarrollo de los Programas de Vivienda 
Gratuita y de Vivienda de Interés Prioritario para Ahorradores (VIPA).

Que para ser beneiciarios de los Programas de Vivienda Gratuita y VIPA, los hogares 
deben, entre otras condiciones, no ser propietarios de una vivienda en el territorio nacional 
y no haber sido beneiciarios del subsidio familiar de vivienda, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 2.1.1.2.1.2.9 y 2.1.1.3.1.3.1 del Decreto 1077 de 2015.

Que en el caso de los hogares que se encuentran localizados en zonas de riesgo por la 
ocurrencia de eventos físicos peligrosos de origen tecnológico derivados de la ejecución u 
operación de obras de infraestructura o proyectos de interés nacional y estratégicos desa-

rrollados por el Gobierno nacional, así como hogares localizados en zonas de afectación, 
reserva o retiro, por el diseño, ejecución u operación de una obra de infraestructura o 
proyectos de interés nacional y estratégicos desarrollados por el Gobierno nacional, se ha 
encontrado que la condición de no ser propietarios de una vivienda restringe su acceso a 
los mencionados Programas.

Que en virtud de lo anterior, se hace necesario permitir a los referidos hogares acceder 
al Programa VIPA, siempre y cuando se encuentren en situaciones de riesgo o afectación 
derivadas de la ejecución u operación de una obra de infraestructura o de proyectos de 
interés nacional y estratégicos desarrollados por el Gobierno nacional, de conformidad 
con los análisis especíicos de riesgos y planes de contingencia de que trata el artículo 42 
de la Ley 1523 de 2012. 

Que igualmente es necesario precisar los requisitos para identiicar las condiciones de 
riesgo o afectación, previamente indicadas, y el procedimiento requerido para la asigna-

ción de los subsidios familiares de vivienda, en estos casos, en el marco del Programa de 
Vivienda Gratuita.

Que en los artículos 2.1.1.2.1.3.1, 2.1.1.3.1.3.2, 2.1.1.3.1.3.3, 2.1.1.3.1.2.4, 2.1.1.3.1.3.4 
y 2.1.1.3.1.5.9 del Decreto 1077 de 2015, mediante el cual se compilaron los decretos regla-

mentarios del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio, se deben corregir algunas referencias a 
otras disposiciones normativas del mismo decreto.

Que teniendo en cuenta que el procedimiento de asignación del subsidio familiar de 

vivienda 100% en especie comprende la realización, en algunos casos, de sorteos para 
la deinición de los beneiciarios de las viviendas y, en todos los casos, de diligencias 
de sorteo para deinir cuál es la vivienda especíica que corresponderá a cada uno de los 
beneiciarios, la realización oportuna de estos sorteos es indispensable para inalizar el 
proceso de legalización del subsidio, en beneicio de la población más vulnerable y para 
evitar dilaciones que generen perjuicios a la entidad otorgante del subsidio y/o a los 
ejecutores de los proyectos. En consecuencia, se requiere determinar el procedimiento 
a seguir en los eventos en que las diligencias no puedan realizarse por falta de quórum 
previendo, en todo caso, la invitación a los entes de control a estas diligencias, para 
garantizar la transparencia de las mismas.

DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 2.1.1.3.1.3.1 del Decreto 1077 de 2015, el cual 
quedará así:

“Artículo 2.1.1.3.1.3.1. Beneiciarios del programa. Podrán ser beneiciarios del programa 
que se desarrolle a través del patrimonio autónomo a que se reiere la presente sección, los 
hogares que cumplan las siguientes condiciones:

a) Tener ingresos totales mensuales no superiores al equivalente a dos (2) salarios mí-
nimos legales mensuales vigentes;

b) No ser propietarios de una vivienda en el territorio nacional, salvo que esta i) haya 
sido abandonada o despojada en el marco del conlicto armado interno, o ii) se encuentre 
en zonas de riesgo por la ocurrencia de eventos físicos peligrosos de origen tecnológico o 
en zonas de afectación, por el diseño, ejecución u operación de obras de infraestructura o 
proyectos de interés nacional y/o estratégicos desarrollados por el Gobierno nacional, de 
conformidad con los análisis especíicos de riesgos y los planes de emergencia y contin-

gencia de que trata el artículo 42 de la Ley 1523 de 2012 o las normas que lo modiiquen, 
adicionen o sustituyan;

c) No haber sido beneiciarios de un subsidio familiar de vivienda que haya sido efec-

tivamente aplicado, salvo quienes hayan perdido la vivienda por imposibilidad de pago, 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 33 de la Ley 546 de 1999 o cuando la vivienda 
en la cual se haya aplicado el subsidio haya resultado totalmente destruida o quedado in-

habitable como consecuencia de desastres naturales, calamidades públicas, emergencias, o 
atentados terroristas, o haya sido abandonada o despojada en el marco del conlicto armado 
interno, o se encuentre en las zonas de riesgo o afectación a que se reiere el literal b) del 
presente artículo;

d) No haber sido beneiciario a cualquier título de coberturas de tasa de interés otorgadas 
en desarrollo de lo dispuesto en los capítulos 2.10.1.4 y 2.10.1.5 del Decreto 1068 de 2015 
y el capítulo 2.1.3.1 y la sección 2.1.1.3.3 del presente decreto;

e) Aportar al oferente, para la adquisición de la vivienda, el valor al que se reiere el 
artículo 2.1.1.3.1.3.4. de esta sección, que constituirá el ahorro del hogar, el cual podrá 
acreditarse como requisito para la asignación del subsidio familiar de vivienda a que hace 
referencia el artículo 2.1.1.3.1.2.1. de esta sección;

f) Contar con un crédito preaprobado por el valor correspondiente a los recursos faltantes 
para acceder a la solución de vivienda a adquirir. La carta de preaprobación de crédito de-

berá consistir en una evaluación crediticia favorable previa emitida por un establecimiento 

de crédito, una cooperativa de ahorro y crédito, las Cajas de Compensación Familiar, el 
Fondo Nacional de Ahorro, los Fondos de Empleados y demás entidades autorizadas para 
ello por la ley.

Parágrafo 1°. El límite de ingresos a que se reiere el literal a) del presente artículo podrá 
ser veriicado teniendo en consideración solamente el salario básico de los miembros del 
hogar, es decir, lo que constituye remuneración ordinaria o ija.

Parágrafo 2°. La acreditación de que la vivienda se encuentra en algunas de las situacio-
nes a que se reiere el numeral ii) del literal b) del presente artículo, se realizará mediante 
certiicación emitida por la entidad encargada del diseño, ejecución u operación de la obra 
e inclusión de los hogares en los censos elaborados por los Consejos Municipales para 
la Gestión del Riesgo de Desastres, avalados por los Consejos Departamentales para la 
Gestión del Riesgo de Desastres y refrendados por la Unidad Nacional para la Gestión del 
Riesgo de Desastres.

En este caso, para la asignación del subsidio familiar de vivienda de que trata el artículo 
2.1.1.3.1.2.1 el hogar o el oferente del proyecto deberán acreditar la transferencia del dere-
cho de dominio del inmueble desalojado a la entidad que corresponda de acuerdo con las 
normas vigentes, mediante la presentación del certiicado de libertad y tradición respectivo 
o con certiicación emitida por la entidad adquirente”.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 2.1.1.3.1.3.2 del Decreto 1077 de 2015, el cual 
quedará así:

“Artículo 2.1.1.3.1.3.2. Beneiciarios con subsidio familiar de vivienda sin aplicar. Los 
beneiciarios del programa reglamentado en la presente sección tendrán derecho a un solo 
subsidio a otorgarse en el marco del mismo.

Cuando los hogares beneiciarios cuenten con subsidios familiares de vivienda en 
dinero, otorgados por parte de las Cajas de Compensación Familiar o Fonvivienda, que se 
encuentren pendientes de aplicación, se emplearán las siguientes reglas:

a) Quienes hayan sido beneiciarios de subsidios familiares de vivienda para la adquisición 
de vivienda urbana que se encuentren vigentes y sin aplicar, asignados por Fonvivienda, 
antes de la entrada en vigencia de la presente sección, siempre que resulten beneiciarios del 
subsidio familiar de vivienda a que se reiere el artículo 2.1.1.3.1.2.1 de la presente sección, 
autorizarán su desembolso al patrimonio autónomo que se constituya de acuerdo con lo 
establecido en esta sección, sin que tal desembolso les otorgue la calidad de ideicomitentes. 
En todo caso, para el desembolso, el beneiciario deberá contar con autorización previa de 
la entidad otorgante del subsidio.

Los subsidios familiares de vivienda que se otorguen a los hogares mencionados ante-
riormente, tendrán los valores señalados en la presente sección, cuando el valor del subsidio 
otorgado, que se encuentre sin aplicar, sea inferior, en caso contrario, tendrán derecho al 
subsidio familiar de vivienda de mayor valor.

Cuando el hogar beneiciario se encuentre inscrito en el Registro Único de Población 
Desplazada (RUPD), o el que haga sus veces, se podrá sumar el subsidio familiar de vivienda 
inicialmente asignado, que se encuentre sin aplicar, y el subsidio familiar de vivienda a que 
se reiere el artículo 2.1.1.3.1.2.1 de esta sección, para la adquisición de una vivienda en el 
marco del Programa VIPA. En todo caso, el subsidio familiar de vivienda de Fonvivienda 
no podrá superar los 66.5 SMLMV, pues el hogar deberá aportar el ahorro a que se reiere 
el artículo 2.1.1.3.1.3.4 de esta sección.

b) Quienes hayan sido beneiciarios de subsidios familiares de vivienda para la adqui-
sición de vivienda urbana, que se encuentren vigentes y sin aplicar, asignados en cualquier 
momento por las Cajas de Compensación Familiar, siempre que resulten beneiciarios del 
subsidio familiar de vivienda a que se reiere el artículo 2.1.1.3.1.2.1 de la presente sección, 
solicitarán su aplicación en el marco del programa a que se reiere el mismo.

En este caso, las Cajas de Compensación realizarán los trámites correspondientes al 
interior de los Fovis para que estos recursos hagan parte de aquellos de que trata el artículo 
2.1.1.3.1.1.4 de esta sección, de manera que no constituyan recursos adicionales a girar. 

Los subsidios familiares de vivienda que se otorguen a los hogares mencionados ante-
riormente, tendrán los valores señalados en el artículo 2.1.1.3.1.2.1 de la presente sección, 
cuando el valor del subsidio otorgado, que se encuentre sin aplicar, sea inferior, en caso 
contrario, tendrán derecho al subsidio familiar de vivienda de mayor valor.

c) Si los hogares potencialmente beneiciarios del programa a que se reiere esta sección 
cuentan con un subsidio familiar para la adquisición de vivienda urbana nueva, asignado 
en cualquier momento por una entidad otorgante diferente de Fonvivienda o las Cajas de 
Compensación Familiar, previa autorización de la entidad otorgante, los respectivos hogares 
podrán autorizar su desembolso a los oferentes de los proyectos que resulten seleccionados 
de acuerdo con lo establecido en la presente sección. La entidad otorgante del subsidio 
deinirá las condiciones para el desembolso del subsidio al oferente de los proyectos, 
siempre y cuando dichas condiciones no contraríen lo establecido en esta sección ni las 
determinaciones adoptadas por los órganos de decisión del patrimonio autónomo al que se 
reiere la presente sección.

En el evento en que otras entidades otorgantes de subsidios familiares de vivienda 
decidan autorizar el desembolso de recursos a los oferentes de proyectos seleccionados 
de acuerdo con lo establecido en la presente sección, ni Fonvivienda, ni las Cajas de 
Compensación Familiar, ni el patrimonio autónomo que se constituya de acuerdo con lo 
establecido en esta sección, serán responsables por la debida ejecución de los mencionados 
recursos. Los recursos aportados por autorización de la mencionada entidad otorgante, en 
todo caso, contribuirán al pago de la vivienda, junto con los demás recursos previstos en 
la presente sección”.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 2.1.1.3.1.3.3 del Decreto 1077 de 2015, el cual 
quedará así:

“Artículo 2.1.1.3.1.3.3. Listado de potenciales beneiciarios. Los oferentes de proyectos 
de vivienda de interés prioritaria que resulten seleccionados de acuerdo con lo establecido 
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en la presente sección, presentarán ante el patrimonio autónomo un listado conformado por 
un número de hogares igual o mayor al número de viviendas del proyecto seleccionado, 
que se hayan postulado con el propósito de ser beneiciarios del mencionado proyecto y 
que reúnan los requisitos señalados en el artículo 2.1.1.3.1.3.1 de la presente sección, el 
cual deberá contener como mínimo el nombre completo y el documento de identiicación 
de cada uno de los miembros del hogar propuesto por el oferente.

Junto con la presentación del listado, el oferente deberá adjuntar la documentación que 
indique el patrimonio autónomo, de acuerdo con las instrucciones emitidas por los órganos 
de decisión del mismo, para veriicar que los hogares incorporados en el listado cumplan 
las condiciones señaladas en los literales a), e) y f) del artículo 2.1.1.3.1.3.1 de la presente 
sección. En todo caso, deberá anexar la documentación a la que hace referencia el artículo 
2.1.1.3.1.5.1 de la presente sección.

En el evento en que el oferente presente un listado con un número de hogares superior 
al número de viviendas a ejecutar en el proyecto seleccionado y el número de hogares que 
cumpla las condiciones señaladas en esta sección supere el número de viviendas mencionado, 
las entidades otorgantes del subsidio priorizarán en la asignación a los hogares que habiendo 
cumplido las referidas condiciones, cuenten con mayor ahorro. Si, una vez veriicado el 
mayor ahorro, se presenta empate entre uno o varios hogares, se asignarán los subsidios de 
acuerdo con el orden de radicación de las postulaciones ante el oferente del proyecto. Este 
orden deberá ser indicado por este último”.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 2.1.1.3.1.2.4 del Decreto 1077 de 2015, el cual 
quedará así: 

“Artículo 2.1.1.3.1.2.4. Garantía de créditos por el Fondo Nacional de Garantías. Las 
entidades inancieras que otorguen créditos a los hogares que resulten beneiciarios del subsidio 
familiar de vivienda al que hace referencia el artículo 2.1.1.3.1.2.1 de esta sección, serán 
beneiciarias de una garantía, cuya prima pagará Fonvivienda con cargo a su presupuesto 
de inversión, la cual cubrirá hasta el setenta por ciento (70%) de la pérdida estimada del 
crédito obtenido a su favor para la adquisición de la vivienda de interés prioritario, en los 
términos establecidos por el Fondo Nacional de Garantías para este producto de garantía. 
Lo anterior, siempre y cuando los créditos se desembolsen dentro de los plazos que deinan 
los términos de referencia de los procesos de selección de los proyectos que se oferten al 
patrimonio autónomo a que hace referencia la presente sección. Estos plazos solo podrán 
ser modiicados por autorización del supervisor del proyecto y/o del Comité Técnico, de 
acuerdo con las condiciones que se establezcan en los mismos términos de referencia.

Las entidades inancieras podrán solicitar directamente al Fondo Nacional de Garantías, 
el otorgamiento de la garantía a la que hace referencia el presente artículo, solamente cuan-
do se haya veriicado que el potencial deudor es beneiciario del Programa de Vivienda de 
Interés Prioritario para Ahorradores y que el desembolso del crédito se realice dentro de los 
plazos otorgados en los términos de referencia del proceso de selección o en los autorizados 
por el supervisor del proyecto y/o el Comité Técnico del Fideicomiso”. 

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 2.1.1.3.1.3.4 del Decreto 1077 de 2015, el cual 
quedará así:

“Artículo 2.1.1.3.1.3.4. Acreditación de ahorro. Los hogares acreditarán un ahorro mínimo 
equivalente al cinco por ciento (5%) del valor de la vivienda. El documento que acredite el 
ahorro podrá ser aportado al patrimonio autónomo respectivo, por el oferente del proyecto 
seleccionado, como anexo del formulario de postulación, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 2.1.1.3.1.5.1 de esta sección, pero también se aceptará que se aporte como 
requisito previo a la asignación del subsidio familiar de vivienda, la cual deberá efectuarse 
en el plazo indicado en los términos de referencia del respectivo proceso de selección.

En el evento en que entidades otorgantes de subsidios familiares de vivienda, diferentes 
al Fondo Nacional de Vivienda y las Cajas de Compensación Familiar, decidan autorizar 
el desembolso de recursos a los oferentes de proyectos seleccionados de acuerdo con lo 
establecido en la presente sección, el ahorro del hogar podrá disminuir en el valor del res-
pectivo subsidio, sin que, en ningún caso, el aporte del hogar pueda ser inferior al dos por 
ciento (2%) del valor de la vivienda.

El ahorro, en los porcentajes antes señalados, podrá acreditarse en cualquiera de las 
siguientes modalidades:

a) Cuentas de ahorro programado para la vivienda;
b) Cuentas de ahorro programado contractual para vivienda con evaluación crediticia 

favorable previa;
e) Aportes periódicos de ahorro;
d) Cuota inicial;
e) Cesantías.
Los recursos del ahorro podrán ser girados por parte del potencial beneiciario directa-

mente al oferente o a las entidades que este deina como esquema de ejecución del proyecto. 
El oferente de los proyectos seleccionados en el marco del programa a que se reiere esta 
sección podrá establecer mecanismos que le permitan garantizar que los recursos señalados 
en el presente artículo estén dispuestos de manera efectiva por parte de los hogares, será 
responsable del debido manejo de los referidos recursos de acuerdo con las normas vigentes 
e igualmente, deberá informar oportunamente a los hogares, las condiciones y requisitos 
establecidos para recibir los beneicios del Programa.

Parágrafo. La deinición de las modalidades señaladas en el presente artículo se suje-
tará a lo establecido por el artículo 2.1.1.1.1.3.2.3 del presente decreto o las normas que lo 
modiiquen, adicionen o sustituyan”.

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 2.1.1.3.1.5.9 del Decreto 1077 de 2015, el cual 
quedará así:

“Artículo 2.1.1.3.1.5.9. Legalización del subsidio familiar de vivienda. El subsidio fa-
miliar de vivienda de que trata el artículo 2.1.1.3.1.2.1 de la presente sección, se entenderá 
legalizado con los siguientes documentos:

1. Copia de la escritura pública contentiva del título de adquisición del inmueble y el 
certiicado de tradición y libertad del inmueble, con una vigencia no mayor a treinta (30) 
días, que permitan evidenciar la adquisición de la vivienda por el hogar beneiciario. En todo 
caso, el oferente será responsable por el desarrollo de las actividades necesarias para la debida 
inscripción de la escritura pública en el folio de matrícula inmobiliaria correspondiente.

2. Copia del documento que acredita la asignación del subsidio familiar de vivienda. 
3. Certiicado de existencia de la vivienda, emitido por el supervisor que designe o 

contrate el patrimonio autónomo al que se reiere la presente sección”.
Artículo 7°. Modifíquese el artículo 2.1.1.2.1.2.9 del Decreto 1077 de 2015, el cual 

quedará así:
“Artículo 2.1.1.2.1.2.9. Rechazo de la postulación. Fonvivienda rechazará las postula-

ciones de los hogares que presenten alguna de las siguientes condiciones:
a) Que el postulante comparta el mismo hogar potencial beneiciario con otro postulante.
En este caso se aceptará la primera postulación y se rechazarán las posteriores;
b) Que alguno de los miembros del hogar sea propietario de una o más viviendas, salvo 

que esta i) haya sido abandonada o despojada en el marco del conlicto armado interno, 
o ii) se encuentre en zonas de riesgo por la ocurrencia de eventos físicos peligrosos de 
origen tecnológico o en zonas de afectación por el diseño, ejecución u operación de obras 
de infraestructura o proyectos de interés nacional y/o estratégicos desarrollados por el 
Gobierno nacional, de conformidad con los análisis especíicos de riesgos y los planes de 
emergencia y contingencia de que trata el artículo 42 de la Ley 1523 de 2012 o las normas 
que lo modiiquen, adicionen o sustituyan;

c) Que alguno de los miembros del hogar postulante haya sido beneiciario de un 
subsidio familiar de vivienda que haya sido efectivamente aplicado, salvo quienes hayan 
perdido la vivienda por imposibilidad de pago, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
33 de la Ley 546 de 1999 o cuando la vivienda en la cual se haya aplicado el subsidio haya 
resultado totalmente destruida o quedado inhabitable como consecuencia de desastres na-
turales, calamidades públicas, emergencias, o atentados terroristas, o haya sido abandonada 
o despojada en el marco del conlicto armado interno, o se encuentre en zonas de riesgo o 
afectación a que se reiere el literal b) del presente artículo;

d) Que alguno de los miembros del hogar haya sido sancionado conforme a lo dispuesto 
por el artículo 30 de la Ley 3a de 1991 o las normas que la modiiquen, adicionen o sustituyan.

Parágrafo. La acreditación de que la vivienda se encuentra en algunas de las situacio-
nes a que se reiere el numeral ii) del literal b) del presente artículo, se realizará mediante 
certiicación emitida por la entidad encargada del diseño, ejecución u operación de la obra 
e inclusión de los hogares en los censos elaborados por los Consejos Municipales para 
la Gestión del Riesgo de Desastres, avalados por los Consejos Departamentales para la 
Gestión del Riesgo de Desastres, refrendados por la Unidad Nacional para la Gestión del 
Riesgo de Desastres.

En este caso, para la asignación del subsidio familiar de vivienda de que trata el artículo 
2.1.1.2.1.4.1 el hogar o el oferente del proyecto deberán acreditar la transferencia del dere-
cho de dominio del inmueble desalojado a la entidad que corresponda de acuerdo con las 
normas vigentes, mediante la presentación del certiicado de libertad y tradición respectivo 
o con certiicación emitida por la entidad adquirente”. 

Artículo 8°. Adiciónase un inciso al parágrafo 3° del artículo 2.1.1.2.1.3.1 del Decreto 
1077 de 2015, con el siguiente texto:

“Cuando el proyecto se ejecute en un corregimiento urbano de la jurisdicción de un 
municipio, se priorizarán en todos los criterios a los cuales se reiere esta sección, los hogares 
que luego del proceso de postulación reporten que se encuentren ubicados en los respectivos 
corregimientos, para lo cual Fonvivienda podrá solicitar la información respectiva a los 
alcaldes municipales o distritales”.

Artículo 9°. Modifíquese el artículo 2.1.1.2.1.3.2 del Decreto 1077 de 2015, el cual 
quedará así:

“Artículo 2.1.1.2.1.3.2. Condiciones para el sorteo. En los casos en los que deba 
realizarse el sorteo, el DPS a través de resolución establecerá los mecanismos para surtir 
dicho procedimiento, el cual se llevará a cabo en presencia de por lo menos tres (3) de los 
siguientes testigos:

1. El gobernador o quien este designe.
2. El alcalde o quien este designe. 
3. El director del DPS o quien este designe. 
4. El director ejecutivo del Fondo Nacional de Vivienda o quien este designe. 
5. El personero municipal o quien este designe. 
A más tardar el día hábil anterior a la fecha de realización del sorteo, se deberá publicar 

en cualquier lugar visible del municipio el listado de hogares potencialmente beneiciarios 
del subsidio.

En el evento en que se convoque la diligencia de sorteo dos (2) veces y no sea posible 
realizarla por falta de quórum, la tercera vez que se convoque podrá realizarse solamente 
con la presencia del director del DPS o quien este designe, y el director ejecutivo del Fon-
do Nacional de Vivienda o quien este designe. En este caso, se invitará un delegado de la 
Procuraduría General de la Nación, para que acompañe el sorteo.
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Parágrafo 1°. El DPS levantará un acta del resultado del sorteo, la cual será irmada 
por los testigos asistentes.

Parágrafo 2°. El DPS podrá invitar a un delegado del Programa Presidencial de Mo-
dernización, Eiciencia, Transparencia y Lucha contra la Corrupción, para que acompañe 
el sorteo, en aquellos casos, que lo considere necesario.

Parágrafo 3°. El listado deinitivo de beneiciarios será determinado mediante resolu-
ción del DPS, la cual será comunicada al Fondo Nacional de Vivienda, dentro del término 
establecido en el artículo 2.1.1.2.1.3.1 de la presente sección”.

Artículo 10. Modifíquese el artículo 2.1.1.2.1.4.2 del Decreto 1077 de 2015, el cual 
quedará así: 

“Artículo 2.1.1.2.1.4.2. Determinación de la vivienda a ser transferida a título de subsidio 
en especie. Una vez inalizada la comunicación de la resolución de asignación a cada uno 
de los beneiciarios, se realizará un sorteo, al cual podrán asistir los beneiciarios, el cual 
tendrá por objeto asignar una vivienda especíica, dentro del proyecto respectivo, a cada 
uno de los beneiciarios.

El sorteo al que hace referencia el presente artículo se llevará a cabo en presencia de 
los siguientes testigos:

1. El alcalde o quien este designe.
2. El director ejecutivo de Fonvivienda o quien este designe.
3. El personero municipal o quien este designe.
En el evento en que se convoque la diligencia de sorteo dos (2) veces y no sea posible 

realizarla por falta de quórum, la tercera vez que se convoque podrá realizarse solamente 
con la presencia del director ejecutivo del Fondo Nacional de Vivienda o quien este designe. 
En este caso, se invitará un delegado de la Procuraduría General de la Nación, para que 
acompañe el sorteo. 

Fonvivienda deinirá el procedimiento para la realización del sorteo de la vivienda a 
ser entregada a cada beneiciario, teniendo en cuenta en todo caso, que los hogares que 
cuenten con miembros en situación de discapacidad, de acuerdo con la información del 
proceso de postulación, tendrán prioridad en la asignación de los primeros pisos, cuando 
se trate de vivienda multifamiliar.

Del sorteo que se realice, Fonvivienda levantará un acta que será irmada por todos los 
testigos, la cual será publicada en la página web del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Terri-
torio y en la del programa de vivienda gratuita, para conocimiento de todos los interesados.

Para el proceso de transferencia, entrega y legalización de los subsidios se tendrá en 
cuenta la vivienda que haya correspondido a cada uno de los hogares, de acuerdo con el 
sorteo realizado”.

Artículo 11. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 11 de diciembre de 2015.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN.
El Ministro de Vivienda, Ciudad y Territorio, 

Luis Felipe Henao Cardona.

DECRETO NÚMERO 2412 DE 2015

(diciembre 11)

por el cual se modiican los artículos 2° y 3° del Decreto 2883 de 2007.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constitucionales 

y legales, en especial las que le coniere el numeral 16 del artículo 189 de la Constitución 
Política y el artículo 54 de la Ley 489 de 1998, y

CONSIDERANDO:
Que el Decreto 2883 de 2007, modiicó la estructura de la Comisión de Regulación de 

Agua Potable y Saneamiento Básico.
Que con el in de preservar la naturaleza de entidad técnica de la Comisión de Regulación 

de Agua Potable y Saneamiento Básico, de acuerdo con lo establecido en el artículo 69 de 
la Ley 142 de 1994, es necesario que las decisiones en materia contractual y el manejo de 
personal sean tomadas en el seno del Comité de Expertos Comisionados.

DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 2° del Decreto 2883 de 2007, el cual quedará así:
Artículo 2°. Comité de Expertos Comisionados. Son funciones del Comité de Expertos 

Comisionados, las siguientes:

1. Revisar y someter a consideración de la Comisión de Regulación de Agua Potable 
y Saneamiento Básico los planes de acción de corto, mediano y largo plazo, en especial el 
plan estratégico quinquenal y las agendas regulatorias indicativas anuales, de conformidad 
con la normatividad vigente.

2. Distribuir las diferentes tareas entre los expertos y asignar los recursos técnicos y 
humanos, internos y externos, para su ejecución.

3. Fijar los lineamientos generales y el alcance técnico para la contratación de consultorías 
respecto a estudios, proyectos e investigaciones que se requieran para el cumplimiento de 
la misión de la Institución, así como designar el respectivo comité evaluador.

4. Estudiar y decidir sobre los asuntos que se someterán a conocimiento y decisión de 
la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico, y proponer el orden 
del día que será evacuado por esta.

5. Presentar ante la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico el 
anteproyecto anual de Presupuesto de la Institución.

6. Aprobar las actas de las sesiones del Comité de Expertos Comisionados.
7. Seleccionar el personal de libre nombramiento y remoción de la Institución, de acuerdo 

con la normatividad aplicable.
8. Autorizar al Director Ejecutivo la celebración de licitaciones, concursos y procesos 

de selección de contratistas, y celebrar de conformidad con la normatividad vigente, los 
contratos necesarios para el funcionamiento de la Institución.

9. Aprobar la participación de los Expertos Comisionados y los demás servidores de la 
Institución, en eventos nacionales o internacionales, que tengan relación con la misión de la 

Institución, sin perjuicio de las autorizaciones constitucionales y reglamentarias per-
tinentes.

10. Dirigir y coordinar las publicaciones de la Comisión de Regulación de Agua Potable 
y Saneamiento Básico.

11. Uniicar los criterios para la solicitud de información a las Instituciones reguladas 
en lo de su competencia.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 3° del Decreto 2883 de 2007, el cual quedará así:
Artículo 3°. Despacho del Director Ejecutivo. Son funciones de la Dirección Ejecutiva, 

las siguientes:

1. Ordenar y dirigir la celebración de licitaciones, concursos y procesos de selección 
de los contratistas, y celebrar de conformidad con la normatividad vigente, los contratos 
necesarios para el funcionamiento de la Institución, así como ordenar el gasto y el pago. 
La suscripción de cualquier clase de contratos, requiere autorización previa del Comité de 
Expertos Comisionados. 

2. Concertar con el Presidente de la Comisión el orden del día de cada sesión de Comi-
sión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico.

3. Convocar y orientar el desarrollo de las sesiones del Comité de Expertos Comisionados.
4. Disponer lo pertinente para que se cumplan las decisiones de la Comisión de Re-

gulación de Agua Potable y Saneamiento Básico, y del Comité de Expertos, mediante las 
publicaciones, instrucciones a los subalternos, comunicaciones a organismos de control, 
regulados y usuarios, entre otros.

5. Dirigir e impulsar la formulación de los diferentes planes y programas de la Institución, 
así como sus planes operativos, de conformidad con los objetivos y lineamientos previstos 
por la ley, y velar por su cumplimiento.

6. Suscribir las resoluciones, actas, circulares externas y demás documentos de la Co-
misión de Regulación de Agua Potable y expedir resoluciones, circulares internas, oicios, 
memorandos y demás documentos de la Institución que se requieran.

7. Expedir los actos administrativos de carácter particular mediante los cuales se apruebe 
la contribución especial que cada prestador de servicios públicos domiciliarios sometidos a la 
regulación de la Institución debe pagar y resolver los recursos que se interpongan contra ellos.

8. Presentar ante el Comité de Expertos el anteproyecto anual de presupuesto de la 
Institución.

9. Aprobar el proyecto del Plan Anual Mensualizado de Caja y presentarlo ante la 
autoridad competente.

10. Resolver las situaciones administrativas de todo el personal de la misma, incluidas 
las comisiones al exterior de los otros expertos e impartir las órdenes necesarias para la 
gestión eiciente del personal, expedir el manual de funciones correspondiente y conformar 
grupos internos de trabajo.

11. Nombrar y remover el personal de la entidad, previa autorización del Comité de 
Expertos. 

12. Establecer directrices para la administración eicaz y eiciente de los recursos de 
la Institución.

13. Ejercer la facultad disciplinaria y dirigir los sistemas de control interno y de gestión 
de la Institución.

14. Convocar las audiencias y ordenar la práctica de pruebas necesarias para que la 
Comisión cumpla sus funciones, salvo cuando se trate del nombramiento de peritos, en 
cuyo caso serán designados directamente por la Comisión de Regulación de Agua Potable.

15. Delegar en otros servidores de la Institución, algunas de las funciones que le son 
propias. 

16. Presentar los informes que ordene la ley y las autoridades competentes.
17. Las demás que se le asignen de acuerdo a la naturaleza de la dependencia.
Artículo 3°. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese, comuníquese y cúmplase 
Dado en Bogotá, D.C., a 11 de diciembre de 2015.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Hacienda y Crédito Público, 

Mauricio Cárdenas Santamaría. 
El Ministro de Vivienda, Ciudad y Territorio,

 Luis Felipa Henao Cardona. 

La Directora del Departamento Administrativo de la Función Pública, 
Liliana Caballero Durán. 
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